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Texto

En Madrid, a cuatro de mayo de mil novecientos noventa y ocho.

La Sala de Justicia del Tribunal de Cuentas, constituida por los Excmos. Sres. Consejeros anotados al margen, en virtud de la potestad

conferida por la soberanía popular, y en nombre del Rey, formula la siguiente

SENTENCIA

VISTO en grado de apelación el recurso n° 52/1997, correspondiente al procedimiento de reintegro por alcance n° 61/1995, del ramo

de Haciendas Locales, provincia de Barcelona, interpuesto por el Letrado DON..., en representación de DON... contra la sentencia del

Departamento Segundo de esta Sección de Enjuiciamiento, de 29 de abril de 1997, por la que declaró la existencia de un alcance de

fondos públicos en el Ayuntamiento de Santa Margarida de Montbui (Barcelona) por importe de VEINTIÚN MILLONES SEISCIENTAS

SESENTA Y TRES MIL SETECIENTAS TREINTA Y TRES PESETAS (21.663.733 pts.), disponiéndose, asimismo, que el responsable

contable directo de dicho alcance era DON..., que fue Tesorero Recaudador de la indicada Corporación Municipal.

I.- ANTECEDENTES

PRIMERO.- El día 29 de abril de 1997 el Departamento Segundo de esta Sección de Enjuiciamiento dictó sentencia en el

procedimiento de reintegro por alcance n° 61/1995, del ramo de Haciendas Locales, provincia de Barcelona, en cuya virtud se

determinó la existencia de un alcance en los fondos públicos del Ayuntamiento de Santa Margarida de Montbui (Barcelona), cifrado

en VEINTIÚN MILLONES SEISCIENTAS SESENTA Y TRES MIL SETECIENTAS TREINTA Y TRES PESETAS (21.663.733 pts.),

declarándose, asimismo, como responsable contable directo de dicho alcance a DON..., que desempeñó la Tesorería Recaudación de la

expresada Entidad Local.

SEGUNDO.- Por escrito de 21 de mayo de 1997, la representación del Sr... interpone contra la expresada sentencia el presente

recurso de apelación, que se tuvo por interpuesto y se remitió a la Sala, previo emplazamiento de las partes, mediante providencia del

posterior 28 de mayo del indicado Departamento Segundo de esta Sección jurisdiccional.

TERCERO.- Mediante escrito del ulterior 4 de junio de 1997, la Abogacía del Estado compareció ante la Sala. Por su parte, el

Ministerio Público compareció igualmente ante la propia Sala en escrito de fecha 9 de junio. Asimismo, la representación procesal del

Sr... compareció ante la Sala en escrito que tuvo entrada en este Tribunal el día 10 de junio siguiente.

CUARTO.- Conforme a lo acordado en providencia del posterior 4 de julio, esta Sala de Justicia abrió el correspondiente rollo y

nombró Consejero Ponente.

QUINTO.- Por escrito de la parte apelante del ulterior 1 de septiembre se solicitó el recibimiento del pleito a prueba, proponiendo por

un lado la prueba pericial denegada en primera instancia y por otro la unión a los autos de los documentos aportados con dicho

escrito.

SEXTO.- En auto de la Sala de fecha 3 de octubre de 1997 se inadmitió la prueba pericial propuesta y se admitieron los documentos

presentados.

SÉPTIMO.- Por escrito de la Abogacía del Estado de 9 de diciembre de 1997, previa autorización de la Dirección General del Servicio

Jurídico del Estado, se comunicó a la Sala la abstención de intervenir en las presentes actuaciones.

OCTAVO.- En providencia de la Sala de 17 de diciembre de 1997 se dio traslado del citado escrito de la Abogacía del Estado al

Ayuntamiento del Santa Margarida de Montbui, a los efectos de designación de representación procesal, trámite cumplimentado por

Decreto de la Alcaldía-Presidencia de dicha Entidad Municipal de fecha 14 de enero de 1998 y por escrito del representante procesal

del propio Ayuntamiento del siguiente día 20 de enero.

NOVENO.- Mediante providencia de la Sala de 12 de febrero de 1998 se remitieron los autos para instrucción al Consejero Ponente.

DÉCIMO.- En virtud de los dispuesto por la Sala en providencia de 9 marzo de 1998, se concedió a las partes un plazo de tres días para

que solicitasen, si lo tenían por conveniente, sustituir el trámite de celebración de vista pública por el de presentación de escrito de

alegaciones.

UNDÉCIMO.- Según lo acordado por la Sala en providencia del siguiente 14 de abril, y al no haber solicitado todas las partes la

sustitución de vista por escrito de alegaciones, se señaló para la celebración de vista pública el posterior día 28, fecha en la que tuvo

lugar el acto.

DUODÉCIMO.- En la tramitación del presente recurso se han observado las prescripciones legales establecidas.

Ha sido Ponente el Consejero de Cuentas, Excmo. Sr. D. Antonio del Cacho Frago, quien, previa deliberación, expresa el parecer de



esta Sala de Justicia.

II.- FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Se aceptan en lo esencial los fundamentos jurídicos de que consta la sentencia apelada.

SEGUNDO.- La pretensión impugnatoria de la defensa del declarado responsable contable en la primera instancia de este orden

jurisdiccional viene constituida, en síntesis, por cuatro motivos de recurso, dirigidos a dejar sin efecto la sentencia que ha dado lugar

a la apelación objeto de enjuiciamiento. Dichos motivos son los siguientes: existencia de defectos formales en la presentación de la

demanda; producción de indefensión a la parte aquí apelante; vulneración del principio constitucional de presunción de inocencia; y,

finalmente, defectuosa cuantificación, por improcedente e injustificada, de las partidas de alcance que se fundamentan, a juicio de la

parte recurrente, de forma indebida en los fundamentos jurídicos tercero, cuarto, quinto y sexto de la propia sentencia cuestionada.

De contrario, tanto el Ministerio Fiscal, como los servicios jurídicos del Ayuntamiento demandante en la precedente instancia

jurisdiccional contable, muestran su disconformidad con los apuntados motivos de impugnación y, considerando ajustada a Derecho

la sentencia que ha dado lugar a la controversia suscitada, solicitan de esta Sala un pronunciamiento desestimatorio de la acción

promovida con imposición de costas a la parte apelante.

TERCERO.- Delimitado de la forma que antecede el debate planteado ante este Tribunal de apelación, procede enjuiciar seguidamente

cada uno de los expresados argumentos esgrimidos como apoyatura al recurso que se ha deducido. Y señala la parte impugnante, en

primer término, la existencia de unos defectos formales en la fase de formulación de la demanda, pues -se afirma por el recurrente- en

el escrito de demanda se hace referencia a dos supuestas irregularidades, que dan como resultado, en lo que a su cuantificación se

refiere, un total de 7.262.371,- pts., mientras que en el suplico de dicho escrito se solicita la declaración de responsabilidad contable

por alcance por importe de 21.663.733,- pts.

No es posible, sin embargo, compartir el argumento esgrimido sobre este particular, pues, como acertadamente se razona por el

órgano «a quo» y por el Ministerio Fiscal, en atención a la configuración procesal específica de los procedimientos para la exigencia

jurisdiccional de responsabilidades contables, las denominadas «actuaciones previas» forman parte del propio proceso jurisdiccional

contable, como fase previa, preparatoria o preliminar del mismo, siendo así que, como ha puesto de relieve la sentencia del Tribunal

Constitucional de 31 de enero de 1991, dichas actuaciones están directamente orientadas al enjuiciamiento contable. Por

consiguiente, y al estar incluidas en el ámbito formal del proceso enjuiciador como trámite preparatorio del mismo, sirven de

apoyatura documental para el ejercicio de cuantas pretensiones puedan ejercitarse en la fase correspondiente de ese proceso.

CUARTO.- Alega, seguidamente, la parte apelante que la tramitación dada al procedimiento de reintegro del que dimana esta

apelación le ha producido indefensión. derivada, a su modo de ver, de una ausencia de claridad y precisión de lo que se pide en la

demanda y de una falta de concreción de hechos y de fundamentos de Derecho.

No puede, sin embargo, prosperar el punto de vista defendido a este respecto, pues la parte recurrente ha podido en todo momento

hacer valer sus derechos e intereses legítimos, tanto en fase de actuaciones previas -en la que, incluso, llegó a ejercitar el recurso

contemplado en el artículo 48.1 de nuestra Ley Procesal-, como a lo largo de la sustanciación de la primera instancia jurisdiccional

contable. En consecuencia, no se aprecia conculcación alguna del artículo 24.1 de la Constitución, habiéndose observado plenamente

por el órgano «a quo» el derecho de defensa del entonces demandado, de conformidad con reiterada doctrina jurisprudencial del

Tribunal Constitucional interpretativa de ese derecho -entre otras, sentencias de 12 de mayo de 1982, 2 de mayo de 1984 y 21 de

febrero de 1986-, así como el principio de congruencia, entendido como ámbito de actuación procesal dentro del cual han de

plantearse los términos del debate suscitado -en este caso, la existencia o inexistencia del alcance cuantificado en el escrito de

demanda-, según constante jurisprudencia del Tribunal Constitucional -por todas, sentencias de 21 de enero de 1986, 8 de octubre de

1986 y 4 de abril de 1988-, dándose así lugar a una congruencia entre el fallo de la sentencia apelada y el objeto del proceso de

referencia. En todo caso, debe recordarse que, según esa misma jurisprudencia constitucional, la indefensión prohibida en el citado

artículo 24.1 de la Ley principal no nace de la simple infracción de normas procesales, sino que debe llevar consigo la privación real y

efectiva del derecho de defensa, el cual, como se ha razonado, no se ha visto en modo alguno afectado en el supuesto ahora enjuiciado.

QUINTO.- Manifiesta, a continuación, la parte impugnante que se ha infringido el principio constitucional de presunción de inocencia

con las actuaciones desplegadas a lo largo de la precedente instancia y con el resultado de las mismas, según se infiere del resultado a

que llega el juzgador de instancia.

No cabe, sin embargo, estimar el anterior planteamiento, pues de las diferentes actuaciones practicadas, y de la valoración de las

mismas, la Sala entiende que dicho principio, constitucionalmente garantizado en el artículo 24.1 del Texto fundamental, ha sido

plenamente respetado, entendido, en el ámbito de nuestra jurisdicción y según ha declarado este mismo Tribunal de apelación -entre

otras, sentencia de 22 de octubre de 1994- como derecho fundamental a no ser declarado responsable contable sino en virtud de las

correspondientes pruebas, a que no se imponga la carga de la prueba de la propia inocencia y, en fin, a que cualquier insuficiencia en

el resultado de las pruebas contables practicadas -libremente valoradas por el órgano jurisdiccional- se traduzca en una declaración

de inexistencia de responsabilidad contable.



SEXTO.- Centrándonos ahora, como debemos centrarnos, en la cuantificación de las distintas partidas de alcance, rebate, en primer

término, el recurrente los razonamientos contenidos en el fundamento jurídico tercero de la sentencia impugnada; y ello tanto en lo

que se refiere a la partida de alcance de 3.112.427,- pts. -que el propio apelante señala que resulta contradictoria si se compara con el

Libro de Cuentas Restringidas de Recaudación, en el que, en su opinión, consta como ingresado el referido importe-, como el hecho de

que el Sr... no recibió ninguna comunicación bancaria del ingreso a que se alude y a la circunstancia de que la cuenta que se cita de

Caja de Manresa presentaba a 25 de diciembre de 1991 un saldo de 4.223.002,- pts., produciéndose el 30 de enero de 1992, un cargo

de 4.000.000,- pts., lo que, en su opinión, sirve de forma incorrecta al juzgador de instancia para deducir que ha ido a parar esa

cantidad a la cuenta de Tesorería. Y en apoyo de esta pretensión, el impugnante añade que el descuadre contable de la Caja de

Tesorería que aparece a fecha 6 de agosto de 1993 se debe a que la cantidad de 3.112.427,- pts. aparece en la cuenta de Recaudación

57001 hasta el estado de Tesorería de 31 de mayo de 1992, en la que pasa a la cuenta 5700 de Tesorería, figurando así de forma

invariable hasta el 6 de agosto de 1993, en que sumada la expresada cantidad a otras posteriores se llega al saldo de 6.705.701,- pts.; lo

que, a juicio de la parte recurrente, no se trata de un error ni de una duplicidad, pues la mencionada cantidad de 3.112.427,- pts.

aparece reflejada en el estado de Tesorería de la cuenta 57204 de la Caja de Manresa, dándose así lugar a un descuadre contable en

fecha 6 de agosto de 1993, del que no se deben imputar responsabilidades contables a su defendido.

Sin embargo, la detenida argumentación en que se basa la parte apelante, demostrativa inequívocamente de un serio y riguroso

ejercicio del derecho de defensa, no lograr desvirtuar la contundencia y la precisión de los razonamientos jurídicos que sirven de

apoyatura al Tribunal «a quo» en el fundamento de Derecho tercero. En efecto, una valoración conjunta y global de las actuaciones

practicadas y de la documentación incorporada a las mismas -en especial, los folios 75 y 121 de la pieza de actuaciones previas y la

restante documentación complementaria contenida en la pieza principal y en la pieza separada de prueba del procedimiento de

reintegro del que procede esta apelación-, evidencia la corrección jurídica de la sentencia objeto de controversia, según pone también

de relieve el Ministerio Fiscal con cita del artículo 49 de la Ley de Funcionamiento de este Tribunal. Por lo demás, es de significar que

el entonces demandado firmó el estado de Tesorería, en el que figuraba el importe que ahora se cuestiona, sin tener como soporte

balance de situación o acta de arqueo de ningún género, siendo así manifiesta la irregularidad contable en que incurrió el defendido

de la parte aquí recurrente, que estaba obligado a llevar una concreta y adecuada contabilidad. En este sentido, no está de más

recordar que, como ha declarado esta misma Sala -por todas, sentencia de 6 de noviembre de 1995-, los recaudadores vienen

obligados a rendir cuentas de su gestión, debiéndose justificar al finalizar la misma las diferentes partidas de cargo y data, y a dar

cuenta de las múltiples incidencias que pudieran surgir a lo largo del proceso recaudatorio.

SÉPTIMO.- Invoca, por otra parte, el apelante que el saldo de 3.456.737,- pts. no es correcto y que, además, dicho saldo no debe

atribuirse en su totalidad al Sr..., ya que no fue Tesorero todo el año, sino tan sólo determinada parte.

En este punto, procede igualmente confirmar la sentencia impugnada y, en particular, su fundamento jurídico cuarto, que con

acertada cita de la Orden de 17 de julio de 1990 y del artículo 72.1 de la Ley 7/1988, llega al convencimiento de que la cuenta 554.2,

configurada como cuenta operativa, tiene como función recoger en contabilidad los ingresos que se efectúan en la Tesorería de la

Corporación de manera transitoria o provisional, hasta que se conozca a qué concepto corresponde el ingreso. Y es lo cierto que al

reflejar dicha cuenta un saldo deudor se ha producido un supuesto de alcance, por importe de 3.456.737,-pts., como consecuencia de

haber reflejado ingresos inferiores a los recibos correspondientes.

OCTAVO.- Dice la parte recurrente, en otro aspecto, que la partida de alcance que se le imputa en el fundamento quinto de la

sentencia atacada, por importe de 14.358.070,- pts., no se ajusta a la realidad, pues las actas de arqueo no están firmadas por el Sr...,

dándose la circunstancia, a juicio del apelante, que todos los ingresos de esa partida son cuentas bancarias e incluso una subvención,

que no se comunicaba al Tesorero, sino al Secretario-Interventor, por lo que, al no conocerla ni poderla conocer el propio Tesorero,

no le podía a éste resultar imputable.

Sin embargo, no procede acoger el razonamiento a este respecto esgrimido, pues, como acertadamente se razona por el Juez «a quo»,

los apuntados ingresos existen en la Caja de la Corporación y, pese a ello, no se les dio la aplicación prevista a los mismos, ni figuraron

como cobrados a lo largo del ejercicio de 1993, siendo así correcta la deducción operada en la sentencia de la que se discrepa, en cuya

virtud sólo han podido utilizarse tales ingresos para cubrir los correspondientes a otros conceptos, utilizándose de esto modo sin que

figurasen en las actas de arqueo, ni contasen por tanto con reflejo alguno en la contabilidad municipal a fin de datar otros conceptos.

Téngase en cuenta, en este orden de consideraciones, que como ha declarado esta misma Sala, entre otras, en la sentencia de 26 de

febrero de 1993, son supuestos de alcance y, como tales, productores de responsabilidad contable, la no rendición de cuentas

debiendo hacerlo por razón de estar encargado de la custodia o manejo de caudales y efectos públicos, así como la no justificación del

saldo deudor que estas cuentas arrojan, y no efectuar los ingresos a que se venga obligado por razón de la percepción o tenencia de

fondos públicos, además de la sustracción de caudales o efectos públicos que se tengan a cargo o aplicarlos a usos propios o ajenos.

NOVENO.- Finalmente, el impugnante combate el fundamento sexto de la sentencia de instancia poniendo de relieve que se refiere a

una partida de alcance de 736.679,- pts. por ingresos de recaudación que tuvieron lugar entre el 1 de enero y el 28 de febrero de 1994,

siendo lo cierto, a su modo de ver, que ninguno de los recibos que componen esa partida llevan la firma del Sr..., por lo que al no ser

firmados por él, tampoco fueron por él conocidos ni le pudieron ser notificados esos ingresos, mucho más cuando dichos ingresos



bancarios se obtuvieron a mediados de marzo de 1994, fecha en la que ya no desempeñaba su cargo.

Tampoco puede, sin embargo, aceptarse el anterior planteamiento, pues los mencionados ingresos lo fueron en la Caja de la

Corporación, sin que del contenido de los folios 95 a 114 del Anexo I de la pieza de actuaciones previas se desprenda que haya

constancia de que tales ingresos fueron traspasados desde la Caja de la Corporación a determinadas cuentas bancarias; y, aun

aceptando que existieran otras cuentas bancarias en las que pudieran figurar los repetidos ingresos, es lo cierto que correspondía al

aquí apelante probar la realidad de su existencia, en atención a su condición de Tesorero. Asimismo, es de advertir que la totalidad de

los recibos -folios 116 a 204 del Anexo I incorporado a la citada pieza de actuaciones previas- fueron cobrados en los meses de enero

y febrero de 1994, cuando todavía ejercía sus funciones el recurrente, y en la copias cotejadas de esos recibos aparece el sello de

cobro de la recaudación municipal.

DÉCIMO.- Como consecuencia de lo hasta aquí razonado, no existe razón suficiente que permita amparar la modificación o

revocación de la sentencia apelada, teniendo en cuenta, de un lado, la contundencia de la declaración de hechos probados y de la

fundamentación jurídica que ha servido de soporte, con base en la documentación incorporada a los autos, al Juez «a quo» para

cuantificar correctamente el alcance producido; y, de otro, el contenido de las alegaciones de la parte apelante, que, en su evidente

esfuerzo por rebatir las anteriores consideraciones -propio e inherente al ejercicio del derecho de defensa- no logran desvirtuar

suficientemente la cuantificación de la infracción contable declarada en la sentencia objeto de la controversia suscitada, la cual, por

las razones expuestas, debe ser confirmada en su totalidad mediante un pronunciamiento desestimatorio de la apelación entablada,

con imposición de las costas a la parte recurrente, por imperativo de la regla general contenida en el artículo 710 de la Ley Procesal

Civil, aquí aplicable con base en la disposición final segunda, apartado 2, de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo.

En atención a lo expuesto y vistos los preceptos citados y demás de general aplicación,

III.- FALLAMOS

Que debemos desestimar, y desestimamos, el presente recurso de apelación interpuesto por el Letrado DON..., en representación de

DON..., en el citado procedimiento de reintegro por alcance n° 61/1995, contra la mencionada sentencia de 29 de abril de 1997, que

expresamente confirmamos en su integridad. Con imposición de costas a la parte apelante.

Notifíquese la presente sentencia a las partes, con indicación de que contra la misma podrá interponerse, en su caso, recurso de

casación ante la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que habrá de presentarse ante esta Sala de Justicia dentro de los diez días

siguientes al de la última notificación de esta resolución, de acuerdo con los motivos y en la forma establecida en los artículos 82 y 84,

y demás preceptos concordantes, de la Ley 7/1988, de 5 de abril, en relación con el artículo 93.5 de la Ley de la Jurisdicción

Contencioso-Administrativa, en la redacción dada a dicho precepto por la Ley 10/1992, de 10 de abril.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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